MUJER Y PRISIÓN.-
Esther Muñoz.
 

A finales de octubre se publicó un Informe de la Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz sobre “Mujeres privadas de libertad en centros penitenciarios de Andalucía” a lo largo del cual se evidencia la interrelación existente entre exclusión social, violencia de género, y encarcelamiento de mujeres.

El Informe “Mujer, integración y prisión (2002-2005)” de la Unión Europea ya nos alertaba de que un 38% de las mujeres presas en España había sufrido malos tratos antes de entrar en prisión. Ello nos habla de un doble drama de estas mujeres, pues desvela que en muchas ocasiones cuando las mujeres (sobre todo las más jóvenes) tienen que abandonar sus casas después de haber sido maltratadas en el ámbito familiar se ven obligadas por la inexistencia de recursos sociales reales creados al efecto  a “buscarse la vida”al margen del marco legal. Es una importante bofetada la que nos dan estos datos: las exhibidas  políticas de igualdad, hoy por hoy, son un desideratum. Si no generamos recursos reales de atención y acompañamiento para este grupo importante de mujeres  continuaremos haciendo de la cárcel un espacio en el que aparcar otro de los  problemas sociales que no somos capaces de resolver en la calle. La ley de violencia doméstica no tendrá eficacia si no se dota de medios materiales. La mera judicialización del conflicto familiar no resuelve por si sola los conflictos. 

Dentro de prisión, de los doce centros penitenciarios que tenemos en Andalucía,  nueve de ellos tienen un modulo o departamento para mujeres (es el caso de Córdoba) , y sólo existe un centro exclusivo para éstas, el de Alcalá de Guadaira.

La cárcel de Córdoba acoge en el Módulo 7 a unas 90 internas de  muy diversa procedencia, fundamentalmente de  Jerez de la Frontera, Málaga, Sevilla y Marruecos junto a un grupo de cordobesas.  Por ser mujer, las que padecen la enfermedad de la toxicomanía, no pueden acudir a los módulos terapéuticos ni a la comunidad terapéutica (están destinados en exclusiva para los hombres) no teniendo acceso a las  terapias grupales de deshabituación. La cárcel de Córdoba tampoco dispone de unidad de madres intra o extra penitenciaria, ni de enfermería para ellas. Y, los programas de intervención para víctimas de violencia de género son extremadamente escasos, tanto los que se dirigen a ellas como al funcionariado. ¡Vaya panorama!

Cierto es que porcentualmente las mujeres presas son minoría en relación a la población penitenciaria (un 8%), pero ello no es óbice para estar recluidas en espacios no ideados para ellas ni adecuados a sus circunstancias, especialmente porque muchas de ellas son madres con hijos o únicas sustentadoras de las cargas familiares.
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